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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por    la señora MARÍA TERESA DEL CARMEN SEGOVIA BARBIERI contra el fallo proferido por el Juez Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), con  ocasión de la acción de tutela interpuesta frente a la Administradora Colombiana de Pensiones -COLPENSIONES-.

2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela la señora SEGOVIA BARBIERI, se puede sintetizar así:  (i) nació en noviembre 19 de 1959, tiene 57 años de edad y desde noviembre 21 de 2016 solicitó su reconocimiento pensional, al cumplir las exigencias para ello; (ii) nunca se trasladó de régimen, pues en el ISS ha estado afiliada por 25 años; (iii) con oficio SEM-1203408 COLPENSIONES dio respuesta a la petición como si se tratara de una corrección de historia laboral; (iv) en enero 18 de 2017 envío oficio por medio del cual aclaró que nunca cotizó a fondos privados y llama la atención por cuanto los períodos entre 2008 y 2012 no se tuvieron en cuenta en la historia, pese a arrimar las planillas para confirmar la veracidad de los aportes; (v) la demandada respondió que hacía falta el documento de vinculación al ISS y anexó copia del mismo; (vi) posteriormente se le comunica que los ciclos 2011-05 a 2011-12 fueron cancelados por el empleador de forma extemporánea y por eso no aparecen en la relación laboral; (vii) COLPENSIONES le pidió la liquidación de la reserva actuarial del anterior empleador, olvidándose que de existir diferentes entre el fondo y el empleador, son ellos los que deben usar su investidura para efectuar dichos cobros y no trasladarlo al usuario; (viii) luego COLPENSIONES solicitó que se le enviaran las planillas de pago de los períodos comprendidos entre mayo y diciembre de 2011, lo que hizo en julio 24 de 2017, pero nada fue solucionado y la entidad desconoce los documentos enviados e induce en engaño al usuario al requerirle algo que no está en sus archivos y a padecer el no reconocimiento pensional; (ix) durante toda su vida tuvo un solo empleador -Editorial Linotipia Bolívar, posteriormente cambio  a Editorial Bolívar IM, con distintos números de empleador de acuerdo a los cambios que hacía el ISS- y desde enero de 2009 hasta agosto de 2012 aparecen con la nota de “no registra relación laboral en afiliación paga este pago” pero con posterioridad a ello los aportes si están cargos en su historia de trabajo, lo que se traduce en una negligencia administrativa, ya que el usuario no tiene acceso a las modificaciones que ellos proponen, al haber aceptado pagos encontrándose en mora, y (x) desde enero de 2017 se encuentra sin trabajo, es madre cabeza de hogar, con una hija que cursa estudios universitarios y es propensa a sufrir enfermedades cancerígenas.

Con fundamento en lo anterior, pide se protejan sus derechos de petición, mínimo vital, vida digna y seguridad social y en consecuencia se ordene a COLPENSIONES lo siguiente: (i) que corrija y actualice su historia laboral, donde se observen los aportes correspondientes al tiempo que trabajó entre 2009 y 2012, para lo cual deben solucionar las inconsistencias presentadas con su empleador; (ii) que incluya en tal historia los períodos no pagados, efectuados de manera extemporánea o que no han podido cobrarse por negligencia; (iii) que le reconozca la pensión de vejez con todo su retroactivo e intereses, y (iv) que COLPENSIONES se allanó a la mora y por ende aceptó los pagos realizados por el empleador.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la demanda de tutela se descorrió traslado de la misma a COLPENSIONES, cuyo Director de Acciones Constitucionales comunicó lo siguiente:

(i) en noviembre 21 de 2016 la actora exigió la corrección de historia laboral y no estudio de pensión de vejez, a lo cual se dio respuesta por oficio de diciembre  6 de 2016; (ii) de las peticiones que elevó en enero 19 y julio 25 de 2017 donde pedía la variación de su historia laboral también se respondieron como se desprende de los anexos que allegó la actora; (iii) la única solicitud que existe para estudio es el reconocimiento de pensión de vejez, radicada en septiembre 19 de 2017 y por ende no ha vencido el término para adoptar decisión; (iv) no obra en el asunto prueba que controvierta lo dicho, solo se evidencia la intención de adquirir la pensión por medio de la tutela; (v) no se puede someter al juez de tutela al reconocimiento pensional sin que le anteceda petición formal ante COLPENSIONES con los documentos y el transcurso del tiempo necesario para decidir en derecho, como así lo establece la ley; (vi) la pretensión de la actora versa sobre una petición de pensión de vejez radicada en septiembre 19 de 2017 y la entidad se encuentra dentro de los 4 meses para dar respuesta, por lo cual la acción de tutela resulta improcedente y en consecuencia pide el archivo de la actuación.

3.2- Agotado el trámite a seguir y en el plazo constitucional, el juzgado de primer nivel profirió sentencia en octubre 13 de 2017, en la que luego del análisis respectivo negó por improcedente la acción impetrada al considerar que la vía ordinaria se muestra expedita para que la actora presente los documentos y sea allí en el marco del debido proceso, con los términos y procedimientos propios de la justicia laboral donde se defina el asunto, ya que en esta acción perentoria no puede accederse a una pretensión que por reserva legal le corresponde al juez ordinario quien cuenta con el tiempo y recursos suficientes para definir si procede o no lo reclamado.
4.- IMPUGNACIÓN

Inconforme con la decisión adoptada, la accionante interpuso recurso de alzada que sustenta en los siguientes términos:
- No exige una prestación pensional, sino la adecuación de su histórico laboral, pues a pesar de haber consignado los pagos entre enero de 20089 y septiembre de 2012, incluso algunos extemporáneos, COLPENSIONES exige la presentación de vinculación al I.S.S., la que ya fue entregada y que sirve de comprobante de la relación de trabajo, así como la liquidación de la reserva actuarial, pese a que COLPENSIONES se allanó a la mora y recibió los pagos.

- El usuario no tiene acceso al manejo de la información, solo quedan recibos de pagos a favor de la institución pensional y por ende lo que se pide de COLPENSIONES es la corrección de la historia laboral, al ser ellos los únicos que manejan los pagos pensionales de los afiliados para su posterior reconocimiento.

- La reclamación pensional la inició en noviembre 21 de 2016 y no en septiembre 19 de 2017, pero los continuos rechazos y la estructura anquilosada de COLPENSIONES, no permite darle solución a su problema, por lo cual acude a la acción de tutela, para que se le ordene a dicho fondo hacer los ajustes a la historia laboral.

4.- PRUEBAS EN SEGUNDA INSTANCIA

Por parte de esta Corporación y con miras a corroborar si por parte de la accionante, en efecto no existió solución de continuidad en la relación laboral que sostuvo con la Editorial Bolívar, se ofició a la gerencia de dicha empresa en tal sentido, recibiéndose respuesta donde se indica que la señora MARÍA TERESA SEGOVIA BARBIERI estuvo afiliada al I.S.S. por la empresa Editorial Linotipia Bolívar y CÍA S en C., desde diciembre de 1997 hasta noviembre de 2014, cuando se retiró para pedir pensión y al habérsele negado nuevamente se vinculó laboralmente para cotizar desde marzo de 2015 hasta noviembre de 2016 con Editorial Bolívar Impresores S.A.S. como empleador.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo impugnado, en cuanto declaró improcedente la acción interpuesta por la señora MARÍA TERESA DEL CARMEN SEGOVIA BARBIERI. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola. 
5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 
De conformidad con la situación fáctica planteada por la señora SEGOVIA BARBIERI, se advierte que su pretensión consiste en que se ordene a COLPENSIONES enmendar su historia laboral y a su vez el reconocimiento pensional de vejez al que en su sentir tiene derecho.

El tema de las pensiones por su íntima relación con los derechos fundamentales, en especial el de la dignidad del ser humano, ha protagonizado gran parte de los debates que han conducido a los referidos fallos, y ha sido el motivo para que se hayan trazado directrices en cuanto a la procedencia de este excepcional mecanismo cuando se busque el otorgamiento de derechos prestacionales. 

Desde sus orígenes se ha establecido la improcedencia general de la acción de tutela en lo que hace con asuntos relativos a reconocimientos pensionales cualquiera sea su índole, aunque la determinación no es absoluta y se han admitido excepciones al presentarse circunstancias especiales que hacen necesario concederla, en particular, cuando se trata de beneficiar a niños, personas de la tercera edad, o que se encuentran en debilidad manifiesta -sin que esta sola situación sea suficiente para conceder el amparo-, quienes precisamente por estar fuera del mercado laboral, se entiende que no cuentan con otra forma de obtener recursos para el sostenimiento propio y de su núcleo familiar. 

Aunque la regla general es que el tema pensional no deba ser del conocimiento del juez en sede de tutela, la jurisprudencia no es completamente cerrada al tema del reconocimiento de pensiones por este medio, puesto que cada caso particular debe ser analizado con detenimiento, y en él se debe identificar la existencia o no de las características que permiten que el juez constitucional reconozca el injusto en el cual se ha incurrido y ordene que el mismo cese de forma inmediata. Las mencionadas características fueron numeradas por la H. Corte Constitucional, en la providencia T-740 de 2007, donde se indicó: 
“En síntesis, se puede indicar que en virtud del principio de subsidiariedad, la acción de tutela es improcedente para ordenar el reconocimiento de una pensión. Sin embargo, de manera excepcional y de conformidad con las particularidades del caso concreto, la solicitud de amparo será procedente si el juez de tutela determina que (i) los beneficiarios del derecho pensional son sujetos de especial protección constitucional; (ii) los medios ordinarios de defensa judicial no son idóneos para proteger los derechos presuntamente vulnerados; y, (iii) existe certeza sobre la ocurrencia de un perjuicio irremediable a los derechos fundamentales si el reconocimiento de la pensión no se hace efectivo como mecanismo transitorio. En caso de constatar la procedibilidad de la acción de tutela, ésta está llamada a prosperar si se encuentra plenamente demostrada la afectación de los derechos fundamentales del accionante o de su núcleo familiar; y, cuando conforme a las pruebas allegadas al proceso, el juez de tutela constata que efectivamente, a pesar de que le asiste al accionante el derecho a la pensión que reclama, éste fue negado de manera caprichosa o arbitraria.” -negrilla fuera de texto-

Así mismo ha reiterado la alta Corporación que la procedencia de la  tutela se halla condicionada a la previa utilización de los medios de defensa ordinarios contemplados en el ordenamiento jurídico, y ha dejado claro que la acción de amparo como medio residual y subsidiario tampoco puede emplearse con el fin de reemplazar las figuras procesales destinadas a obtener la satisfacción de sus derechos, ni puede subsanar el abandono o negligencia en hacer uso de ellas de la manera y dentro de los términos previstos legalmente. En tal sentido en Sentencia T-472 de 2008 se estableció lo siguiente: 

“La acción de tutela tiene un carácter subsidiario y no fue instaurada para remediar los errores en que incurren los ciudadanos en lo relacionado con la defensa de sus derechos. Si se llegara a admitir la posición contraria, pasaría la tutela a sustituir todos los demás medios judiciales y la jurisdicción constitucional entraría a asumir responsabilidades que no le corresponden, todo ello en detrimento de los demás órganos judiciales.” 

“(…) si existiendo el medio judicial, el interesado deja de acudir a él y, además, pudiendo evitarlo, permite que su acción caduque, no podrá más tarde apelar a la acción de tutela para exigir el reconocimiento o respeto de un derecho suyo. En este caso, tampoco la acción de tutela podría hacerse valer como mecanismo transitorio, pues esta modalidad procesal se subordina a un medio judicial ordinario que sirva de cauce para resolver de manera definitiva el agravio o lesión constitucional”.

Se deduce de lo anterior que si la parte afectada no ejerce las acciones legales o no utiliza los mecanismos establecidos en el ordenamiento jurídico para salvaguardar sus derechos presuntamente amenazados o vulnerados, la tutela no tiene la virtualidad de revivir los términos vencidos ni se convierte en un recurso adicional o supletorio de las instancias previstas en cada jurisdicción. 
Aunque en la impugnación aduce la actora que su pretensión no está encaminada al reconocimiento pensional, sino a la corrección de la historia laboral, ello no es lo que se plasmó inicialmente en el escrito de tutela, donde en el numeral quinto de las pretensiones solicitó que se ordenara a COLPENSIONES otorgar a su favor la pensión de vejez, donde se incluyan aquellos períodos en los que no registra relación de trabajo con el empleador, a la vez que el pago de retroactivo e intereses.

Frente a la específica solicitud de RECONOCIMIENTO PENSIONAl, el Tribunal debe decir desde ya que la acción constitucional no es la llamada a resolver ese asunto, en atención al ya referido principio de subsidiariedad, toda vez que la actora debe agotar los medios ordinarios para lograr tal pretensión, ya que aunque la misma aduce que tal petición la elevó desde septiembre 21 de 2016, sin aportar elemento probatorio alguno a ese respecto, de la información que se allegó al dossier por parte del Director de Acciones Constitucionales al momento de dar respuesta a la tutela, se desprende que la petición que en ese momento realizó la señora MARÍA TERESA fue la modificación de su historia laboral
, pero la solicitud de prestaciones económicas -pensión de vejez- la radicó en septiembre 13 de 2017
, sin que a la fecha hayan transcurrido los cuatro meses con los que cuenta COLPENSIONES para responder de fondo a las reclamaciones pensionales
. 

Ello implica, sin lugar a mayor análisis, que la entidad está dentro del término para resolver la pensión de vejez que exige la actora MARÍA TERESA DEL CARMEN SEGOVIA, y esa mera situación torna improcedente la acción constitucional para que por este medio se le otorgue la prestación solicitada, máxime que en la impugnación la misma actora refirió que ello no fue lo que pretendía por este mecanismo excepcional.

Ahora bien, en punto de la CORRECCIÓN DE SU HISTORIAL LABORAL, respecto de lo cual no hizo referencia alguna el a quo en la sentencia de primer nivel, se observa que la actora reclama que por parte de COLPENSIONES se tengan en cuenta los pagos que realizó su empleador entre enero de 2009 y septiembre de 2012, frente a lo cual la entidad aduce que éstos fueron efectuados de forma extemporánea, lo cual le comunica mediante escrito de septiembre 12 de 2017
, donde además le expresa que para dicha fecha no tenía relación de trabajo con el empleador -situación ésa que fue desvirtuada por la gerente de Editorial Bolívar Impresores S.A.S. 
- y por ende los ciclos solicitados no se contabilizan en la historia laboral, por lo cual “le sugieren” que requiera al empleador copia de la liquidación de la reserva actuarial con pago expedida por el ISS o COLPENSIONES, así mismo explica que de no contarse con tales documentos, el empleador -Editorial Bolívar IM- deberá pedir la devolución de aportes y posteriormente solicitar el cálculo actuarial de los mismos a COLPENSIONES para que le sean ubicados en su historial.

Como se aprecia, la inconsistencia en el pago extemporáneo de algunos períodos por parte del empleador de la señora MARÍA TERESA DEL CARMEN SEGOVIA, necesariamente influyó en el análisis efectuado por COLPENSIONES para proceder a la negativa de enmendar su historia laboral, situación ésta que en sentir de la Sala contraría lo que en sede constitucional ha dejado debidamente clarificado la H. Corte Constitucional.
Mírese lo que adujo el Alto Tribunal Constitucional en la sentencia T-079 de 2016 sobre el tema objeto de estudio:

“El valor probatorio que ostenta la historia laboral compromete a las entidades encargadas de su administración a asegurar que su contenido sea confiable, esto es, a garantizar que refleje el verdadero esfuerzo económico que realizó el potencial beneficiario de la pensión en aras de la satisfacción de las condiciones legales para acceder a ella. La confiabilidad de la historia laboral depende de que la información que allí se consigna sea cierta, precisa, fidedigna y actualizada. Tal es el sentido del principio de veracidad o calidad intrínseco al tratamiento de los datos a cuyo cargo se encuentran la administradora del régimen pensional de prima media y los fondos privados de pensiones.

El referido principio, contemplado en el artículo 4º de la Ley 1581 de 2012, exige que la información personal almacenada por las entidades públicas o privadas sea veraz, completa, exacta, actualizada, comprobable y comprensible. Tal exigencia origina, a su vez, una prohibición correlativa frente al tratamiento de datos parciales, incompletos, fraccionados o que induzcan a error.

La obligación que surge para las administradoras de pensiones en ese contexto se traduce, como ocurre respecto de su obligación de conservación, guarda y custodia, en la imposibilidad de denegar el reconocimiento o pago de las prestaciones económicas contempladas por el sistema alegando la estructuración de errores que, como responsables de las historias laborales, les son atribuibles. Así lo ha referido esta corporación en varias oportunidades”.

Lo que ello implica es que anteriormente el I.S.S. y ahora COLPENSIONES, son los encargados no solo de efectuar el recaudo de los aportes pensionales por parte de los empleadores en favor de sus afiliados, sino de garantizar que éstos se vean reflejados en la historia laboral; así mismo y ante la mora en su pago, son los obligados en exigir su cancelación  por las vías judiciales o administrativas pertinentes, sin que pueda trasladarse en contra del trabajador su falta de diligencia.

Y es que en la sentencia aludida, la Corte igualmente fue enfática en señalar que la mora en el pago de las contribuciones pensionales por parte del empleador no es una excusa de la que se pueda valer la administradora de pensiones para entorpecer los trámites de reconocimiento pensional, pues precisamente, uno de sus deberes es el de adelantar las gestiones a que haya lugar con miras a lograr el pago de esos aportes. Al respecto allí se expresó lo siguiente:

“35. El éxito de la gestión que deben cumplir las administradoras de pensiones como responsables de la guarda, custodia y tratamiento de la información consignada en las historias laborales de sus afiliados depende, en gran medida, de que los empleadores cumplan con su deber de consignar los aportes pensionales de sus empleados en la oportunidad prevista para ello. Tal circunstancia, sin embargo, no exime a esas entidades de perseguir el pago de esos aportes a través de las vías correspondientes. 

Las amplias facultades que el legislador les atribuyó con ese objeto impiden que los efectos del pago extemporáneo de esas cotizaciones se les trasladen a los afiliados. Esta corporación ha sido enfática al respecto. En su criterio, la mora del empleador en el pago de los aportes no puede justificar retrasos ni inconsistencias en el trámite de reconocimiento de las prestaciones económicas que amparan las contingencias cubiertas por el Sistema de Seguridad Social. El traslado efectivo de los aportes a la cuenta del afiliado no puede convertirse, tampoco, en un obstáculo para efectuar tal reconocimiento. 

36. Existe, en efecto, una regla jurisprudencial consolidada respecto de la imposibilidad de trasladarles a los trabajadores las consecuencias negativas de la mora del empleador y de la falta de gestión de las administradoras en el cobro de los aportes. Tal regla ha sido estructurada considerando que el sistema de pensiones opera sobre la base de una relación tripartita, a cuyas partes –trabajador, empleador y administradoras de pensiones- les fueron atribuidas responsabilidades concretas.  

Los trabajadores son los beneficiarios de las prestaciones económicas amparadas por el sistema. En tal condición, su rol se restringe a la acreditación de los presupuestos legales de acceso a cada una de ellas. A los empleadores, por su parte, se les responsabilizó del pago de su aporte y del de los trabajadores a su servicio. Eso implica que deban descontar del salario de sus empleados el monto de la cotización que les corresponda y trasladar tales sumas a la administradora, junto con las que a ellos les corresponden, dentro de los plazos previstos por el gobierno.
 Las administradoras deben recibir los aportes efectuados por el empleador –o por el trabajador, si es independiente-, cobrar los pagos que el empleador o el trabajador independiente no efectúen en los plazos contemplados para ello
 y reconocer las pensiones, cuando efectivamente se causen. 

37. La tarea de cobrar los aportes pensionales que no hayan sido oportunamente trasladados se cumple a través del ejercicio de las herramientas que el legislador  les concedió a las administradoras de pensiones con ese objetivo. […]
[…]
38. En ese orden de ideas, la Corte ha concluido que son las administradoras de pensiones las llamadas a asumir los efectos que puedan derivarse del retraso o de la falta de pago de los aportes a pensiones. Su tarea, ante tales circunstancias, consiste en desplegar los instrumentos jurídicos que fueron puestos a su disposición para asegurar que los aportes de sus afiliados se consignen efectivamente. 

Al margen de lo que pueda ocurrir al respecto, no pueden ser los trabajadores quienes asuman los efectos de la falta de pago de esos aportes. Dejar de reconocer una pensión sobre el supuesto de que las cotizaciones no se han efectuado equivaldría a trasladarle a la parte más débil de la relación tripartita de la que participan los trabajadores, los empleadores y las administradoras de pensiones las consecuencias de la negligencia de quienes, en contrapartida, ostentan la posición más fuerte. En ese orden de ideas, la Corte ha mantenido una jurisprudencia pacífica acerca de la inoponibilidad de la mora patronal, de cara al reconocimiento y pago de prestaciones económicas, como la pensión de vejez.
 “ -negrillas de la Sala- 
En ese mismo fallo y para efectos del estudio de uno de los casos concretos allí analizados, la Corte consideró lo siguiente:

a) No son los afiliados, sino las administradoras de pensiones, las que cuentan con las herramientas necesarias para perseguir el pago de los aportes pensionales adeudados por los empleadores; 
b) La mora patronal es, por lo tanto, inoponible al trabajador. El hecho de que un empleador haya retrasado el pago de las cotizaciones no conduce a excluir dichos periodos de la historia laboral ni a denegar, sobre ese supuesto, el reconocimiento de pensión de vejez.
c) La cotización y el derecho a la pensión se causan en la medida en que el trabajador haya prestado el servicio. Si acreditó los requisitos de edad y semanas de cotización, adquiere el derecho a la pensión, al margen de que existan aportes pendientes de pago.
d) La renuencia de una entidad administradora a contabilizar cierta cantidad de aportes sobre el supuesto de que no han sido cancelados por el empleador, de que fueron pagados de forma extemporánea o de que tienen el carácter de deuda incobrable  constituye una infracción de su deber de consignar información veraz y completa en las historias laborales y genera, además, la infracción de los derechos fundamentales al debido proceso y a la seguridad social de quien reclama la pensión.
Igualmente previno a COLPENSIONES sobre su: “obligación de incluir en las historias laborales de sus afiliados los periodos de cotizaciones no pagados, pagados de forma extemporánea o que no han podido cobrarse por su falta de diligencia. La negativa a registrar esos ciclos de aportes constituye una trasgresión de los deberes que le incumben como responsable del tratamiento de los datos personales de sus afiliados y la expone a las sanciones contempladas en la Ley 1581 de 2012. Las solicitudes de reconocimiento de prestaciones económicas tampoco podrán denegarse por esos motivos”. -negrillas de la Sala- 

Con fundamento en dicha jurisprudencia constitucional, considera la Sala que en este preciso asunto le asiste razón a la señora MARÍA TERESA SEGOVIA al reclamar que por parte de COLPENSIONES se realice la CORRECCIÓN DE SU HISTORIA LABORAL en relación con los ciclos comprendidos entre 2009-01 y 2012-08, cuyo pago fue recibido por dicha entidad
 pero los cuales se ha negado a incorporar a dicha historia, al aducir que éstos fueron cancelados de manera extemporánea por parte del empleador EDITORIAL LINOTIPIA BOLÍVAR Y CÍA para el cual laboraba la actora, como así fue debidamente acreditado en este asunto, máxime cuando es COLPENSIONES la entidad obligada a adelantar por medios judiciales ora administrativos las gestiones pertinentes para reclamar al empleador de la actora por los pagos que efectuó por fuera de los plazos de ley, lo cual a la fecha ha omitido realizar, o por lo menos de ello nada se aportó.
Tal situación, conlleva predicar que por parte de COLPENSIONES se han quebrantado los derechos fundamentales al habeas data, debido proceso administrativo, y seguridad social de los que es titular la señora MARÍA TERESA DEL CARMEN SEGOVIA BARBIERI, por cuanto la entidad se niega a CORREGIR SU HISTORIA LABORAL, con argumentos a toda luces insustanciales y que van en contravía de lo dispuesto por la Corte Constitucional en la sentencia a la que se ha hecho alusión.
Por ello, estima la Corporación que se deben amparar los derechos conculcados a la accionante, toda vez que el hecho de que por parte de su empleador se haya presentado una mora en el pago de algunos ciclos de pensión no pueden ser una situación que se traslade a la misma de forma negativa, más aun cuando ello puede generar el entorpecimiento del estudio de la pensión de vejez que a la fecha se encuentra en trámite, como se anunció en párrafos precedentes.

Así las cosas, la Sala revocará la decisión adoptada por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta capital, y en su lugar se ampararán los derechos fundamentales al habeas data, debido proceso administrativo y seguridad social a favor de la señora MARÍA TERESA DEL CARMEN SEGOVIA BARBIERI; y, como consecuencia de ello, se ordenará a COLPENSIONES, por intermedio de la Dirección de Historia Laboral, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta sentencia, proceda a realizar la corrección del historial de la señora SEGOVIA BARBIERI, y sean incluidos allí los períodos correspondientes a los ciclos comprendidos entre 2009-01 y 2012-08, cuyo pago recibió COLPENSIONES según se encuentra acreditado en el presente asunto.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE REVOCA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta capital, y en su lugar se TUTELAN los derechos fundamentales al habeas data, debido proceso administrativo y seguridad social de los cuales es titular la señora MARÍA TERESA DEL CARMEN SEGOVIA BARBIERI.

SEGUNDO: SE ORDENA a COLPENSIONES, por intermedio de la Dirección de Historia Laboral, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta sentencia, proceda a efectuar la corrección de la historia laboral de la señora SEGOVIA BARBIERI, para que en la misma sean incluidos los períodos correspondientes a los ciclos comprendidos entre 2009-01 y 2012-08, cuyo pago recibió COLPENSIONES según se encuentra acreditado en el presente asunto.
TERCERO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� Sentencia SU-111 de 1997.


� Ver folio 37.


� Ver folio 35.


� Ver Sentencias SU-975 de 2003; T-121 de 2014 y T-086 de 2015, entre otras.


� Ver fiolio 2514 y T-086 de 2015, entre otras.


� Ver folio 6 cuaderno de segunda instancia.


� Ley 100 de 1993, artículo 22. 


� Cfr. Sentencia T-377 de 2015. 


� Cfr. Sentencias T-387 de 2010 (M.P. Luis Ernesto Vargas), T-362 de 2011 (M.P. Mauricio González), T-979 de 2011 (M.P. Nilson Pinilla), T-906 de 2013 (M.P. María Victoria Calle) y T-708 de 2014 (M.P. Luis Guillermo Guerrero), entre otras. 


� Ello se evidencia de la respuesta entrega a la actora por la Dirección de Historia Laboral de COLPENSIONES, visible a folio 25. 
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